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trasladen sus escritos e intentar supervisar o mediar ante las instituciones 
correspondientes.

En la visita del personal de la Institución a la Sierra de Huelva recibimos 
también consultas sobre el procedimiento y normativa de funcionamiento 
de las llamadas “Ludotecas”. Se quejaban los ciudadanos de que los 
centros de Educación Infantil están regulados y controlados por todas 
las administraciones implicadas, sin embargo cada vez más surgen 
sin control establecimientos, tipos ludotecas, que si bien las distintas 
Consejerías de la Junta de Andalucía entienden que no deben prestar los 
servicios que claramente están destinados a los centros de educación 
infantil y a las escuelas infantiles, sin embargo, por falta de una normativa 
clara y especifica que regule a estos establecimientos, hace que los 
Ayuntamientos no puedan o no quieran poner los medios para impedir 
el funcionamiento fraudulento de estos centros, que no ofrecen las 
garantías mínimas exigibles en la atención de la población de 0 a 3 años.

Tras nuestra intervención, la Delegación Territorial correspondiente envió 
recordatorio a los Ayuntamientos sobre las recomendaciones respecto al 
control de los establecimientos de actividades recreativas de la tipología 
“ludotecas” y su funcionamiento como guarderías infantiles encubiertas, 
ofreciendo toda la información, documentación y normativa relativa a 
la autorización administrativa para el funcionamiento de los centros de 
Educación Infantil en Andalucía y el procedimiento a seguir.

3.2.2.3. 	 Derecho a la vivienda

La pobreza infantil en Andalucía, lejos de mejorar o mantenerse, parece 
que empeora, sobre todo si la comparamos con otros territorios del Estado 
español. Según el informe titulado “Desheredados” elaborado por Save 
the Children, el porcentaje de población menor de 18 años en situación 
de pobreza relativa (cuando se dispone de una renta igual o menor al 60 
por 100 de la renta media estatal) en el año 2015 era del 44,6 por 100, 
mientras que la media del Estado se encontraba en el 29,6 por 100.

Un total de 726.059 niños y niñas viviendo en pobreza sitúan a Andalucía 
como la segunda Comunidad Autónoma con mayor porcentaje de 
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población infantil en pobreza relativa, únicamente por detrás de la Ciudad 
Autónoma de Ceuta.

Siguiendo al citado informe el número de niños y niñas que viven en 
hogares donde nadie trabaja o donde hay baja intensidad laboral se ha 
disparado entre 2008 y 2015, sufriendo el mayor impacto los niños y niñas 
de los grupos de renta más baja, donde el porcentaje de los que residen 
en hogares con esta situación de baja empleabilidad ha pasado de un 26 
por 100 en 2008 a un 47 por 100 en 2015.

Según el mencionado informe, la mayor parte de los ingresos de familias 
con escasos recursos se dedica a pagar los gastos derivados de la casa 
y los relacionados con luz, agua, hipotecas o alquileres, etc., que se han 
incrementado considerablemente. Lo que les queda mensualmente a 
las familias más pobres por hijo, descontando los gastos de la casa, ha 
pasado de 233 euros en 2008 a 130 en 2015.

La situación es dramática para muchas familias con menores y sin trabajo 
o con ingresos muy bajos que no pueden hacer frente a los gastos 
derivados de la vivienda y no encuentran otra solución que la ocupación 
de un inmueble.

Como ejemplo, traemos a colación los siguientes casos:

“Somos una pareja con dos niños de 3 y 4 meses, y estamos viviendo en una 
casa como okupas. En junio de 2015 nos vimos obligados a abrir esta vivienda 
porque la que estábamos en alquiler me echaron ya que no podía pagar 
el alquiler. Cuando me hablaron de la existencia de esta casa quise pedirla 
legalmente y hable con la concejala de asuntos sociales, que me dijo que no 
me iban a echar, y sin embargo tengo una cita para un juicio de desahucio. 
No se que voy a hacer ya que no tengo ingresos para pagar ningún alquiler y 
no voy a dejar a mis hijos en la calle”.

También aquel otro expuesto por esta ciudadana: “Tengo dos hijos 
pequeños, estoy divorciada y en paro. Sólo percibo una manutención por 
alimentos de mi exmarido que me pasa cuando quiere. El próximo 1 de abril 
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me ponen en la calle. Acabo de salir de asuntos sociales y no me solucionan 
nada. Por favor, que puede hacer? ¿Tenemos derecho a una vivienda digna?”.

El drama de los desahucios y lanzamientos de vivienda es un problema de 
difícil solución. Las personas acuden manifestando que no tienen un 
hogar para vivir con su familia, que llaman a distintas Administraciones y 

no se les ofrecen soluciones llegando incluso a 
pedir orientación sobre qué les pasaría si 
ocuparán una vivienda.

Desde el servicio del Teléfono del Menor o en 
atención presencial orientamos a estas personas a 
los servicios sociales comunitarios, a la necesidad 
de inscripción en el registro de demandantes de 
viviendas, y ofrecemos nuestra mediación para 

hablar con las entidades que poseen viviendas para llegar a un acuerdo 
de alquiler social. Igualmente informamos de la existencia de las bolsas 
de empleo municipales así como, de las ayudas para situaciones de 
necesidad o del salario social.

En muchas ocasiones nuestras gestiones dan sus frutos, como en el caso 
de una persona que desde las redes sociales nos comunicaba lo siguiente: 

“Soy madre de dos niños y uno de ellos es 
discapacitado y gran dependiente. Llevo viviendo 9 
años en una casa de menos de 40 metros cuadrados, 
de alquiler, pagando 160 euros y he solicitado una 
vivienda digna, ¿me podrían ayudar?. Al final, 
después de presentación de la queja, el asunto se 
resolvió favorablemente. Todo esto es gracias a 
usted, muchas gracias”.

Son muchas también las consultas que 
recibimos para que mediemos ante ejecuciones 
hipotecarias de la vivienda o un posible desalojo. 

En estos casos nos ofrecemos para colaborar en mejorar la disposición 
de la entidad financiera ante su situación e intentar que se tomen en 
consideración las circunstancias personales, que se intente reestructurar 
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la deuda para que su cuota sea menor e informando de los diferentes 
medios de asesoramiento tanto en la Delegación Territorial de la 
Consejería de Fomento y Vivienda como en los servicios sociales de los 
Ayuntamientos. En este sentido, nuestra intervención ante las entidades 
de crédito privadas, ha de ser valorada satisfactoriamente ya que 
hemos mantenido diversas reuniones y conversaciones con ellas, siendo 
receptivas a nuestra peticiones y advirtiéndose una especial sensibilidad 
de algunas de estas entidades ante los sectores más desfavorecidos de la 
población.

Junto a la falta de vivienda otro tema con incidencia en la población infantil 
ha sido el pago a las ayudas al alquiler de la vivienda del año 2015. Estas 
ayudas se otorgan a familias en situación de exclusión social o de bajos 
ingresos con el objeto de poder ayudar a pagar 
las rentas de alquiler, las cuales deben de ser 
abonadas antes de terminar el ejercicio 
presupuestario. A finales del año 2016 todavía no 
se habían pagado en su totalidad muchas de 
estas ayudas correspondiente al año 2015. 
Muchas familias expresaban su indignación por 
estas demoras: “Llevo 16 años esperando una 
ayuda al alquiler que pago religiosamente todos los 
meses para que mis hijas no se queden sin techo. El 
alquiler lo pago con una ley de dependencia de 387 
euros que le dan a mi hija por una minusvalía que le 
impide andar y hablar. Con este dinero podría hacer 
muchas cosas pero como siempre juegan con el 
dinero y con nosotros como les da la gana. Esto es 
desesperante”. “Si no pagamos el alquiler nos echan de la vivienda y que 
vamos a hacer con los niños”. “¿No ven que podemos perder ese techo digno 
que nos pertenece? Queremos saber qué pasa con los presupuestos otorgados 
para estas ayudas y quien los maneja?”.

Llamadas de desesperación de padres y madres con hijos que, una y otra 
vez, nos hacían comunicarnos con los responsables de la Consejería de 
Fomento y Vivienda y con la Consejería de Hacienda de la Junta de 
Andalucía para exigir el pago de dichas ayudas, con el objeto de que se 
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arbitraran los mecanismos necesarios para la realización del pago de 
manera inmediata y sin más retrasos, debido a que en diciembre de 2016 
todavía había más de 4.000 familias pendientes de recibir dicha ayuda.

Debemos recordar que la Ley 
Orgánica 8/2015 del sistema de 
protección a la infancia y a la 
adolescencia reconoce que todo 
menor tiene derecho a que su 
interés superior sea valorado y 
considerado como primordiales en 
todas las acciones y decisiones que 
le conciernan. Es por ello que desde 
la Defensoría del Menor venimos 
realizando un llamamiento a todas 
las administraciones para que 
aúnen sus esfuerzos de manera 

que se garantice a los menores una vivienda digna y que puedan disfrutar 
del estado de bienestar que la ley y los instrumentos internaciones les 
reconocen. Las Administraciones públicas con competencias en materia 
de vivienda no deben limitarse a justificar su imposibilidad para atender 
todos y cada uno de los casos que se le plantean, apoyándose en la 
inexistencia de viviendas, sino que deberían reaccionar y adoptar políticas 
activas y efectivas en esta materia que, de alguna forma, incrementen 
el parque público residencial. La Junta de Andalucía debe aumentar el 
número de viviendas en régimen de alquiler social disponibles, de forma 
que se reduzcan los tiempos de espera para acceder las mismas.

3.2.2.4. 	 Derecho a la Protección

Hemos recibido muchas llamadas telefónicas de familiares, de vecinos y a 
veces incluso anónimas, para alertarnos de situaciones de riesgo para los 
menores. A título de ejemplo, en junio, recibimos la llamada de una 
persona que ruega encarecidamente que sus datos permanezcan en el 
anonimato por temor a posibles represalias. Nos informa de que en la 
urbanización en la que reside vive una familia con 3 hijos, menores de 
edad. Refiere que el padre y la madre mantienen entre ellos fuertes 

Las Administraciones 
públicas no deben limitarse 
a justificar su imposibilidad 
para atender todas las 
solicitudes de vivienda sino 
que deben reaccionar y 
adoptar políticas activas 
y efectivas incrementen el 
parque público residencial.


